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FORMATO DE RESPUESTA PQRSD
COMPETENCIA CONSULTIVA – Alcance – Colombia Compra Eficiente – Subdirección de Gestión Contractual 

La Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente (ANCP-CCE), creada mediante el Decreto Ley 4170 de 2011, tiene como objetivo desarrollar e impulsar políticas públicas, planes, programas y normas en materia de compras y contratación pública, así como optimizar los recursos del Estado, promover la transparencia, la eficiencia y la competencia en los procesos de adquisición de bienes y servicios, administrar el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP) y diseñar e implementar instrumentos de agregación de demanda. Asimismo, en el marco de sus competencias legales, brinda orientación jurídica general sobre la aplicación de las normas de contratación pública, sin que sus conceptos sean, por regla general, de obligatorio cumplimiento o ejecución, de conformidad con el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011.

SOCIEDADES DE ECONOMÍA MIXTA – Naturaleza jurídica – Régimen de contratación

Las sociedades de economía mixta son entidades descentralizadas por servicios, autorizadas por la ley, constituidas bajo la forma de sociedades comerciales con aportes de capital estatal y privado, conforme al artículo 97 de la Ley 489 de 1998. Su naturaleza jurídica es pública, sin perjuicio de la participación de particulares en su composición accionaria. En materia contractual, su régimen depende de las disposiciones legales aplicables, pues, como regla general, se sujetan al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública cuando la participación estatal en el capital social sea superior al cincuenta por ciento (50 %), de conformidad con el artículo 2 de la Ley 80 de 1993, sin perjuicio de los regímenes especiales establecidos legalmente para determinadas sociedades o actividades, que pueden dar lugar a la aplicación del derecho privado. 

SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS – Ley 2056 de 2020 – artículo 37 

El artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 regula la ejecución de los proyectos de inversión financiados con recursos del Sistema General de Regalías (SGR), estableciendo que estos serán ejecutados por las entidades u órganos que los designen conforme a los artículos 35 y 36 de la misma ley. Asimismo, atribuye a la entidad ejecutora la responsabilidad de contratar la interventoría, suministrar información veraz, oportuna e idónea sobre la gestión de los proyectos y adoptar, de manera motivada, las medidas necesarias para encauzar su ejecución y decidir sobre su continuidad. En particular, el parágrafo primero dispone que la ejecución debe sujetarse al régimen presupuestal definido en la ley, al régimen de contratación pública y a las demás normas legales vigentes; por tanto, las entidades designadas como ejecutoras deben aplicar el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública en la contratación requerida para desarrollar estos proyectos, incluso cuando ordinariamente estén sometidas a un régimen contractual especial, sin que ello implique modificar de manera general el régimen aplicable a sus demás actividades.
RÉGIMEN CONTRACTUAL – Entidades ejecutoras – Régimen especial – Aplicación del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública

Las entidades estatales sometidas a un régimen contractual especial se rigen por las disposiciones legales que regulan su actividad contractual y, por regla general, por el derecho privado, sin perjuicio de la aplicación de los principios de la función administrativa y de la gestión fiscal previstos en el artículo 209 de la Constitución Política y el artículo 13 de la Ley 1150 de 2007. En consecuencia, su actividad contractual debe desarrollarse conforme a las normas especiales que les resulten aplicables, sus manuales de contratación y los principios de transparencia, economía y responsabilidad, sin que les sean aplicables integralmente las disposiciones del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, salvo que exista una disposición legal que así lo establezca.

SISTEMA GENERAL DE REGALÍAS / Documentos tipo – Aplicación 

Las entidades designadas como ejecutoras de proyectos de inversión financiados con recursos del Sistema General de Regalías (SGR) deben aplicar los documentos tipo expedidos por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente, cuando adelanten procesos de contratación cuyos objetos y modalidades de selección se encuentren comprendidos en su ámbito de aplicación. Lo anterior, en virtud de la sujeción al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública prevista en el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, en concordancia con el parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007. En consecuencia, dichas entidades deben observar las condiciones y los requisitos establecidos en los documentos tipo aplicables, sin modificarlos, salvo en los aspectos expresamente habilitados para su diligenciamiento, siempre que el objeto contractual y la modalidad de selección estén cobijados por estos instrumentos.
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Señor
Germán Humberto Riaño Chacón
rianogerman218@gmail.com 
Ciudad 
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	Temas:                   
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	Radicación:               
	Respuesta a consulta con radicado 1_2025_12_16_014017, 1_2026_09_10_012110 & 1_2026_09_11_012134 (Acumuladas)




Estimado señor Riaño: 

En ejercicio de la competencia otorgada por los artículos 3, numeral 5º, y 11, numeral 8º, del Decreto Ley 4170 de 2011, así como lo establecido en la Resolución 469 de 2025 expedida por esta Entidad, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente– responde su solicitud de consulta de fecha 10 de septiembre de 2026, en la cual manifiesta lo siguiente:

[bookmark: _Hlk192699624][bookmark: _Hlk199394899]“De conformidad con el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, cuando una entidad de naturaleza mixta, sometida a un régimen contractual especial de derecho privado, sea designada como entidad ejecutora de un proyecto financiado con recursos del Sistema General de Regalías: 
¿Debe aplicar integralmente el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública —Ley 80 de 1993, Ley 1150 de 2007, Ley 1474 de 2011, Decreto 1082 de 2015 y demás normas reglamentarias— o conserva su régimen contractual especial y debe ejecutar los recursos mediante su manual interno de contratación, ¿incorporando las exigencias específicas derivadas del régimen del SGR?

¿Debe entenderse que la expresión “régimen de contratación pública”, contenida en el parágrafo segundo del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, implica una modificación temporal o especial del régimen contractual de la entidad ejecutora para la ejecución del proyecto financiado con recursos del SGR? En caso afirmativo: 

¿Cuál es el alcance concreto de dicha modificación frente a una entidad que, por su naturaleza jurídica, ordinariamente se encuentra sometida al derecho privado?

Si el fondo mixto tiene un régimen contractual especial expresamente reconocido por las normas que regulan su naturaleza jurídica: 

¿La aplicación del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 desplaza completamente dicho régimen especial exclusivamente durante la ejecución del proyecto financiado con recursos del SGR, o permite que el fondo conserve su manual de contratación siempre que este garantice los principios y reglas exigidos por el Sistema General de Regalías y la contratación pública?

En caso de que el fondo mantenga su régimen contractual especial: 

¿Puede utilizar su manual interno de contratación para ejecutar proyectos financiados con recursos del SGR, siempre que dicho manual contemple mecanismos de planeación, publicidad, pluralidad de oferentes, selección objetiva, transparencia, igualdad, estudios previos, términos de referencia, evaluación y supervisión? 

De ser posible: 

¿Qué disposiciones adicionales debería incorporar el manual para garantizar el cumplimiento del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020?

En el evento de que el fondo opte voluntariamente por incorporar dentro de su manual procedimientos propios del Estatuto General de Contratación Pública: 

¿La adopción de dichos procedimientos puede entenderse como una aplicación válida y complementaria del régimen especial del fondo, sin que ello implique que la entidad haya modificado su naturaleza jurídica o quedado sometida integralmente al Estatuto General de Contratación Pública para todas sus actividades?

Si se concluye que el fondo debe aplicar el Estatuto General de Contratación Pública durante la ejecución del proyecto del SGR: 

¿Debe aplicar obligatoriamente las modalidades de selección previstas en la Ley 80 de 1993 y la Ley 1150 de 2007 —licitación pública, selección abreviada, concurso de méritos, contratación directa, mínima cuantía, según corresponda— o puede utilizar los procedimientos establecidos en su manual especial siempre que estos garanticen los principios y condiciones exigidos por el SGR?

Cuando el objeto contractual se encuentre dentro del ámbito obligatorio de los documentos tipo: 

¿Una entidad de régimen especial que sea designada como ejecutora de recursos del SGR está obligada a utilizar los documentos tipo expedidos por Colombia Compra Eficiente?

Teniendo en cuenta los conceptos emitidos por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente sobre el régimen contractual de las entidades ejecutoras del SGR: 

¿Cuál es el criterio que actualmente debe adoptar una entidad mixta de régimen especial frente a la aparente tensión entre su régimen contractual ordinario y la obligación prevista en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020?

De esta pregunta se traslada el componente relacionado con la determinación de las normas y procedimientos de contratación pública aplicables a las contrataciones realizadas para ejecutar proyectos financiados con recursos del SGR, contenido en el siguiente interrogante: 

¿Qué normas y procedimientos concretos deben aplicarse en el segundo escenario?

Se traslada el componente relacionado con el alcance de las obligaciones generales de publicidad en el SECOP aplicables a una entidad sometida ordinariamente a un régimen contractual de derecho privado. El DNP conservará el análisis de las obligaciones específicas derivadas de la Ley 2056 de 2020. El interrogante formulado es el siguiente: 

Teniendo en cuenta las obligaciones establecidas por la Ley 2056 de 2020 respecto de la publicidad de los procesos de contratación: 
¿El fondo debe publicar la totalidad del proceso contractual en SECOP o en la plataforma que haga sus veces, aun cuando su régimen contractual ordinario sea de derecho privado?

Pregunta 19. Términos y duración de los procedimientos de selección 

Se trasladan los componentes relacionados con la posibilidad de establecer procedimientos y términos propios de selección, su diferencia frente a los previstos en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y la existencia de términos mínimos. El DNP conservará el análisis referido a las obligaciones y principios específicos del SGR. Los interrogantes son los siguientes: 

En caso de que una entidad de naturaleza mixta, sometida a un régimen contractual especial de derecho privado, sea designada como ejecutora de un proyecto financiado con recursos del Sistema General de Regalías, y adopte dentro de su manual de contratación un capítulo específico para la ejecución de dichos recursos, incorporando las exigencias de transparencia, publicidad, planeación, pluralidad de oferentes, selección objetiva, igualdad, debido proceso y demás principios aplicables: 

¿Puede la entidad establecer términos y plazos propios para las diferentes etapas de sus procedimientos de selección, distintos de los previstos en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, siempre que dichos términos sean razonables, garanticen la pluralidad y participación efectiva de los oferentes, permitan la adecuada preparación y presentación de las propuestas y aseguren el cumplimiento de los principios y obligaciones establecidos para la ejecución de recursos del Sistema General de Regalías?”

De manera preliminar, resulta necesario acotar que esta entidad solo tiene competencia para responder consultas sobre la aplicación de normas de carácter general en materia de compras y contratación pública. En ese sentido, resolver casos particulares desborda las atribuciones asignadas por el legislador extraordinario que no concibió a Colombia Compra Eficiente como una autoridad para solucionar problemas jurídicos particulares de todos los partícipes del sistema de compra pública. La competencia de esta entidad se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública. Esta competencia de interpretación de normas generales, por definición, no puede extenderse a la resolución de controversias, ni a brindar asesorías sobre casos puntuales. 
Conforme lo expuesto, en aras de garantizar el derecho fundamental de petición, se resolverá su petición dentro de los límites de la referida competencia consultiva, esto es, haciendo abstracción del caso particular y concreto señalado en su petición, pero señalando algunas consideraciones sobre las normas generales relacionadas con el problema jurídico de su consulta.  

1. Problema planteado:

De acuerdo con el contenido de su solicitud, esta Agencia resolverá el siguiente problema jurídico: i) ¿Una entidad de naturaleza mixta sometida a un régimen contractual especial de derecho privado, designada como ejecutora de un proyecto financiado con recursos del Sistema General de Regalías (SGR), debe aplicar integralmente el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública o puede conservar su régimen especial y ejecutar dichos recursos conforme a su manual de contratación, incorporando las exigencias previstas en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020?; ii) ¿Cuál es el alcance de la expresión “régimen de contratación pública” contenida en el parágrafo segundo del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 y qué efectos produce sobre el régimen contractual especial de las entidades ejecutoras del SGR, particularmente respecto de la aplicación complementaria o el desplazamiento temporal de dicho régimen?  iii) ¿Qué normas, modalidades de selección y procedimientos contractuales debe aplicar una entidad de régimen especial durante la ejecución de proyectos financiados con recursos del SGR, y en qué condiciones puede establecer procedimientos propios en su manual de contratación o incorporar voluntariamente reglas del Estatuto General de Contratación de la Administración Pública? iiii) ¿Están las entidades de régimen contractual especial designadas como ejecutoras de proyectos financiados con recursos del SGR obligadas a utilizar los documentos tipo expedidos por Colombia Compra Eficiente cuando el objeto contractual se encuentre comprendido en su ámbito de aplicación?; iv) ¿Está obligada una entidad de naturaleza mixta sometida a un régimen contractual especial de derecho privado, designada como ejecutora de recursos del SGR, a publicar la totalidad de sus procesos contractuales en el SECOP o en la plataforma correspondiente, y cuál es el alcance de dicha obligación frente a su régimen contractual ordinario? 

2. Respuesta:

	i. De conformidad con el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, la ejecución de los proyectos de inversión financiados con recursos del Sistema General de Regalías (SGR) debe adelantarse con estricta sujeción al régimen presupuestal previsto en dicha ley, al régimen de contratación pública y a las demás normas legales vigentes. En concordancia con la interpretación sostenida por esta Subdirección, esta disposición implica que las entidades designadas como ejecutoras deben aplicar el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública (EGCAP) respecto de los procesos contractuales necesarios para ejecutar dichos proyectos, independientemente del régimen contractual que gobierne ordinariamente sus actividades.
En consecuencia, una entidad de naturaleza mixta sometida a un régimen contractual especial de derecho privado no puede ejecutar los recursos del SGR con fundamento exclusivo en su régimen especial ni en su manual de contratación, invocando las excepciones a la aplicación de la Ley 80 de 1993. No obstante, esta sujeción no supone una modificación general o permanente de su régimen jurídico, ni transforma su naturaleza jurídica, pues se limita a la contratación requerida para ejecutar los proyectos financiados con estos recursos. Por tanto, la entidad deberá observar las disposiciones del EGCAP que resulten aplicables, sin perjuicio de conservar su régimen especial para las demás actividades comprendidas en su objeto y funciones.

ii. La expresión “régimen de contratación pública”, contenida en el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, debe interpretarse como una remisión al EGCAP y a las normas que lo modifican, sustituyen o reglamentan, para efectos de la ejecución contractual de los proyectos financiados con recursos del SGR. Esta remisión establece una regla especial de sujeción que prevalece sobre las excepciones al régimen general de contratación que, de ordinario, resulten aplicables a la entidad ejecutora.
Por consiguiente, no se trata de una aplicación meramente complementaria del EGCAP, en virtud de la cual la entidad pueda mantener como régimen principal su normativa contractual privada e incorporar únicamente algunas exigencias de contratación pública. Se trata de la aplicación del EGCAP a la contratación necesaria para ejecutar los proyectos del SGR, en los términos y condiciones previstos por la normativa aplicable. Sin embargo, dicho desplazamiento opera exclusivamente respecto de esa actividad contractual y no implica la derogación, sustitución general o inaplicación permanente del régimen especial de la entidad para el desarrollo de sus demás actividades.

iii. Las entidades sometidas a regímenes especiales que sean designadas como ejecutoras de proyectos financiados con recursos del SGR deben adelantar la contratación de los bienes, obras y servicios requeridos para su ejecución con sujeción al EGCAP, particularmente a la Ley 80 de 1993, la Ley 1150 de 2007 y sus normas reglamentarias, así como a las disposiciones especiales que regulan la gestión y ejecución de los recursos del Sistema General de Regalías, entre ellas la Ley 2056 de 2020 y el Decreto 1821 de 2020.
En consecuencia, los procesos de selección deberán desarrollarse conforme a las modalidades previstas en el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, atendiendo a la naturaleza, el objeto y la cuantía del contrato, así como a las demás condiciones establecidas en el ordenamiento jurídico. Esto comprende la observancia de las etapas, los términos, los procedimientos y las reglas aplicables a cada modalidad de selección, además de los principios de transparencia, economía y selección objetiva, entre otros que resulten pertinentes.
En cuanto al manual de contratación, la entidad podrá adecuarlo para incorporar las reglas y los procedimientos internos necesarios para gestionar los contratos financiados con recursos del SGR. Sin embargo, dicha facultad no la habilita para sustituir las modalidades de selección ni los procedimientos obligatorios del EGCAP por reglas propias de su régimen especial. Por tanto, el manual podrá desarrollar aspectos operativos y organizacionales compatibles con el régimen aplicable, pero no establecer disposiciones contrarias a las normas legales y reglamentarias que gobiernan la contratación de estos proyectos.

iv. Las entidades sometidas a regímenes contractuales especiales que sean designadas como ejecutoras de proyectos financiados con recursos del SGR deben aplicar los documentos tipo expedidos por Colombia Compra Eficiente cuando adelanten procesos de contratación cuyo objeto y modalidad de selección se encuentren comprendidos en su ámbito de aplicación.
Lo anterior se fundamenta en el parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, adicionado por la Ley 1882 de 2018 y modificado por la Ley 2022 de 2020, que establece la obligatoriedad de los documentos tipo para los procesos de contratación cobijados por estos instrumentos. En consecuencia, la remisión al EGCAP prevista en el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 comporta también la aplicación de los documentos tipo que correspondan.
Por tanto, las entidades ejecutoras no pueden modificar los requisitos establecidos en dichos documentos, salvo en los aspectos expresamente habilitados para su diligenciamiento. Esta obligación opera siempre que el objeto contractual y la modalidad de selección estén efectivamente comprendidos en el ámbito de aplicación de los documentos tipo vigentes; si no se cumplen tales condiciones, no será obligatoria su utilización.

vi. Las entidades designadas como ejecutoras de recursos del SGR deben cumplir las obligaciones de publicidad de su actividad contractual en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública (SECOP), de conformidad con el parágrafo segundo del artículo 27 y el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, así como con las demás disposiciones aplicables.
En particular, el parágrafo segundo del artículo 27 de la Ley 2056 de 2020 establece que las entidades ejecutoras y los beneficiarios de los recursos del Sistema, al momento de afectar las apropiaciones en el Sistema de Presupuesto y Giro de Regalías (SPGR), deben publicar el proceso de contratación en el SECOP. A su vez, la sujeción al EGCAP derivada del artículo 37 refuerza el deber de publicidad de la actividad contractual relacionada con la ejecución de dichos proyectos.
Esta obligación debe distinguirse de la que corresponde a las entidades exceptuadas del EGCAP, respecto de las cuales el artículo 53 de la Ley 2195 de 2022 establece el deber de publicar en el SECOP II los documentos expedidos durante las diferentes etapas del proceso contractual, desde la fase previa a la celebración del contrato hasta su ejecución y la etapa posterior a esta, sin perjuicio de las reservas de información previstas en la Constitución y la ley.
En consecuencia, el régimen contractual especial que gobierna ordinariamente a la entidad no la exime de cumplir las obligaciones de publicidad correspondientes a la ejecución de los proyectos del SGR. No obstante, el alcance concreto de la publicación deberá determinarse de acuerdo con las disposiciones aplicables a la entidad y a la actividad contractual de que se trate.
En consecuencia, el régimen contractual especial que gobierna ordinariamente a la entidad no la exime de cumplir las obligaciones de publicidad correspondientes a la ejecución de los proyectos del SGR. No obstante, el alcance concreto de la publicación deberá determinarse de acuerdo con las disposiciones aplicables a la entidad y a la actividad contractual de que se trate.
Las entidades sometidas a regímenes contractuales especiales que sean designadas como ejecutoras de proyectos financiados con recursos del SGR no pueden establecer, mediante sus manuales de contratación, términos y plazos que sustituyan o contradigan los previstos en el EGCAP para las etapas de los procedimientos de selección que deban adelantar.
En efecto, la sujeción establecida en el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 comprende la observancia de las modalidades de selección, las etapas, los términos y los procedimientos previstos en el régimen general de contratación pública. Por consiguiente, la autonomía de la entidad para regular sus procedimientos internos no le permite apartarse de las disposiciones legales y reglamentarias de obligatorio cumplimiento, aunque considere que los plazos alternativos son razonables o que garantizan la publicidad, la pluralidad de oferentes y la participación efectiva.
Lo anterior no impide que la entidad adopte reglas internas para organizar y gestionar sus actuaciones contractuales, siempre que sean compatibles con el EGCAP y no alteren los requisitos, términos o procedimientos obligatorios de la modalidad de selección aplicable. En consecuencia, el manual de contratación podrá desarrollar aspectos operativos no regulados de manera imperativa por el ordenamiento jurídico, pero no modificar las reglas vinculantes del procedimiento de selección.
Finalmente, se precisa que corresponde a cada entidad pública, en ejercicio de su competencia y previa valoración de los elementos fácticos y jurídicos, así como de las disposiciones legales mencionadas, determinar su gestión contractual. Al tratarse de un análisis que debe realizarse en el procedimiento contractual específico, la Agencia no puede definir un criterio universal y absoluto por vía consultiva, sino que brinda elementos de carácter general para que los partícipes del sistema de compras y contratación pública adopten la decisión que corresponda, lo cual es acorde con el principio de juridicidad. Así, cada Entidad definirá la forma de adelantar su gestión contractual, sin que sea atribución de Colombia Compra Eficiente validar sus actuaciones ni determinar las irregularidades de un proceso de contratación.



3. Razones de la respuesta:

Lo anterior se sustenta en las siguientes consideraciones: 
[bookmark: _Hlk204856061][bookmark: _Hlk78820161][bookmark: _Hlk204854194]
i. De forma preliminar a adentrarse en el estudio de los problemas jurídicos planteados, es necesario señalar que, en ejercicio de las competencias establecidas en los artículos 3.5 y 11.8 del Decreto Ley 4170 de 2011, la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente resuelve las consultas sobre los asuntos de su competencia, esto es, sobre las temáticas de la contratación estatal y compras públicas relacionadas en los artículos citados[footnoteRef:1].  [1:  La Agencia Nacional de Contratación Pública ‒ Colombia Compra Eficiente fue creada por el Decreto Ley 4170 de 2011. Su objetivo es servir como ente rector de la política de compras y contratación del Estado. Para tales fines, como órgano técnico especializado, le corresponde formular políticas públicas y normas y unificar los procesos de contratación estatal, con el fin de lograr una mayor eficiencia, transparencia y optimización de los recursos del Estado. El artículo 3 ibídem señala, de manera precisa, las funciones de Colombia Compra Eficiente. Concretamente, el numeral 5º de este artículo establece que le corresponde a esta entidad: “[a]bsolver consultas sobre la aplicación de normas de carácter general y expedir circulares externas en materia de compras y contratación pública”. Esta se fija con límites claros, con el objeto de evitar que la Agencia actúe como una instancia de validación de las actuaciones de las entidades sujetas a la Ley 80 de 1993 o de los demás participantes de la contratación pública.
] 

	Esta competencia consultiva se relaciona con el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, sustituido por el artículo 1 de la Ley 1755, que dispone lo siguiente:

“Artículo 28. Alcance de los conceptos. Salvo disposición legal en contrario, los conceptos emitidos por las autoridades como respuestas a peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución”.  

	La ley es clara cuando establece que los conceptos, emitidos por las autoridades al responder peticiones realizadas en ejercicio del derecho a formular consultas, no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, en otras palabras, no tienen efectos vinculantes. Las respuestas emitidas como concepto, entonces, consisten en la posición hermenéutica que las entidades tienen respecto del ordenamiento jurídico. Esto explica por qué esta Agencia, reiteradamente, no resuelve controversias concretas ni brinda asesorías puntuales a los partícipes de la contratación estatal.
	Esta posición es compartida por varias entidades públicas que ejercen la misma función. Por ejemplo, la Procuraduría General de la Nación aclaró que el concepto “sólo constituye un criterio auxiliar de interpretación y que no tiene carácter vinculante de acuerdo con lo dispuesto en los artículos 230 de la Constitución Política, 5° de la Ley 153 de 1887 y 28 de la ley 1437 de 2011”[footnoteRef:2]. Igualmente, en concepto del año 2017[footnoteRef:3], la Contraloría General de la República precisó que los “[…] conceptos emitidos por la Oficina Jurídica de la Contraloría General de la República, son orientaciones de carácter general que […] no son de obligatorio cumplimiento o ejecución, ni tienen el carácter de fuente normativa y sólo pueden ser utilizados para facilitar la interpretación y aplicación de las normas jurídicas vigentes […]”. [2:  Procuraduría General de la Nación. Concepto del 15 de octubre de 2014. Procuraduría Delegada para Asuntos Disciplinarios. Radicado PAD C-114-2014.]  [3:  Contraloría General de la República. Oficina Jurídica. Concepto 80112-OJ-008 2017.] 

	En términos generales, lo que se busca con el ejercicio de la función consultiva es que la opinión jurídica de la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente sea un criterio de orientación para los operadores jurídicos, sin que ello suponga resolver un problema entre partes o asumir la única posible interpretación de una disposición normativa. Esto no descarta que, en la práctica, al emitirse la opinión sobre la interpretación del ordenamiento jurídico, exista coincidencia con el criterio que expone alguna de las partes o la persona que solicita la consulta, circunstancia que no descarta interpretaciones diferentes[footnoteRef:4]. [4:  ARBOLEDA PERDONO, Enrique José. Comentarios al Nuevo Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo (2ª ed.). Editorial Legis. Bogotá. 2012. p. 59.] 

Las autoridades que ejercen funciones consultivas pueden expresar su interpretación de un precepto normativo que no excluye otras interpretaciones posibles, pues el derecho, como sistema normativo, es un lenguaje que, en ocasiones, se tiñe de vaguedad, en virtud de la utilización de conceptos jurídicos indeterminados. Así, puede pasar, por ejemplo, que un ministerio considere que una norma debe entenderse en un sentido, pero que otra entidad, vinculada o adscrita a ese ministerio, entienda que la misma norma debe interpretarse de otra manera. Eso hace parte de la lógica deliberativa y dialéctica del funcionamiento del Estado y refleja el principio democrático. De todos modos, esto no significa que el criterio de una u otra tenga validez o prevalencia sobre la otra, ya que se trata de opiniones emitidas a título de concepto, pese a que entre las entidades exista una jerarquía o de la naturaleza y competencias que se prediquen de una y otra. Incluso, aun cuando los jueces interpreten con autoridad el sentido de la disposición normativa, el concepto emitido por la entidad no deja de ser tal y no adquiere efectos vinculantes, por más que coincida con el de la autoridad judicial, pues, en esa hipótesis, lo que vincula es la decisión del juez, no el de la entidad que ejerció la función consultiva, pues, como se viene diciendo, dicha competencia se enmarca en el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011. En otras palabras, los conceptos “no serán de obligatorio cumplimiento o ejecución”. 
	En similares términos, el artículo 112 de la Ley 1437 de 2011 establece, en relación con la Sala de Consulta y Servicio Civil, que “los conceptos de la Sala no serán vinculantes, salvo que la ley disponga lo contrario”[footnoteRef:5]. Se trata, mutatis mutandis, del ejercicio de una función consultiva, cuyos efectos, por ende, serán los mismos: no vinculantes ni de obligatorio cumplimiento. En relación con el tema, la Sala de Consulta y Servicio Civil del Consejo de Estado, se pronunció en los siguientes términos: [5:  Cfr. HERNÁNDEZ BECERRA, Augusto. Función Consultiva y Consejo de Estado en Colombia. Ponencia presentada en las III Jornadas Internacionales de la Función Consultiva, organizadas por el Instituto de Investigaciones Jurídicas y el programa de Postgrado en Derecho de la Universidad Nacional Autónoma de México – UNAM. México. 2012. Pág. 9. Texto disponible para ser consultado en el siguiente hipervínculo: https://issuu.com/estudiolegalhernandez/docs/ahb._funci__n_consultiva_y_consejo_.] 


“De otra parte, recuerda la Sala que la función consultiva no constituye un trámite controversial de tipo judicial; se encuentra establecida como un mecanismo constitucional dirigido a asegurar que la actuación de la Administración se adecue al ordenamiento jurídico y al interés general por el que le corresponde velar en el ejercicio de sus funciones. La defensa del ordenamiento jurídico por esta vía se realiza a través de un órgano independiente y autónomo del poder judicial, que actúa por tanto con independencia de criterios, dentro de una lógica de colaboración armónica de poderes (art.113 C.P).  

No se trata entonces de dar la razón a una u otra posición en temas controvertibles, sino de rendir un concepto jurídico que sirva a la Administración en la búsqueda del cumplimiento de las finalidades esenciales del Estado”[footnoteRef:6]. [6:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto del 5 de octubre de 2009. Expediente 11001-03-06-000-2009-00049-00(1966). C.P. William Zambrano Cetina.] 


Así las cosas, debe tenerse en cuenta que los conceptos emitidos por la Agencia Nacional de Contratación Pública – Colombia Compra Eficiente en ejercicio de su función consultiva constituyen criterios de interpretación sobre normas de carácter general aplicables al Sistema de Compra Pública. No obstante, de conformidad con el artículo 28 de la Ley 1437 de 2011, los conceptos emitidos por las autoridades en respuesta a consultas no son de obligatorio cumplimiento o ejecución y, por tanto, carecen de efectos vinculantes. En esa medida, constituyen una posición jurídica institucional que orienta a los partícipes del sistema, sin perjuicio de la autonomía de las entidades para adoptar sus decisiones y de la competencia que corresponde a las autoridades judiciales para resolver definitivamente las controversias sobre interpretación y aplicación del ordenamiento jurídico.

ii. Precisado lo anterior, resulta importante resaltar que, en los Conceptos C-370 del 2021, C-353 del 2 de junio de 2022, C-918 del 9 de diciembre de 2024, C-504 del 1 de octubre 2024, C-951 del 16 de diciembre de 2024, C-285 del 14 de abril de 2025, C-348 del 25 de abril de 2025, C-370 del 2 de mayo de 2025, C-680 del 8 de julio de 2025, C-914 del 15 de agosto de 2025, C-1065 del 8 de septiembre de 2025, C-225 del 27 de febrero de 2026 y C-417 del 2026, C-764 del 29 de mayo de 2026 y C-1010 del 21 de julio de 2026, esta Subdirección ha sostenido que de acuerdo con el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, el ejecutor de los proyectos de inversión del Sistema General de Regalías, independiente del régimen contractual al cuál se encuentre sujeto de manera general, deberá aplicar las reglas de contratación pública, es decir, a las prescripciones establecidas en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública-EGCAP, así como las normas que lo modifiquen, sustituyan o reglamenten.
Como se explica en los conceptos citados en el párrafo precedente, el Título IV, Capítulo I, de la Ley 2056 de 2020 establece las reglas generales para los proyectos de inversión en el Sistema General de Regalías. En esta línea, regula la destinación de los proyectos del Sistema General de Regalías –artículo 28–, las características de los proyectos de inversión –artículo 29–, los ejercicios de planeación –artículo 30–, el ciclo de los proyectos de inversión –artículo 31–, el registro de proyectos –artículo 32–, la formulación y presentación de los proyectos de inversión –artículo 33–, la viabilidad de los proyectos de inversión–artículo 34–, la priorización y aprobación de los proyectos de inversión de la asignación para la inversión regional –artículo 35–, la priorización y aprobación de proyectos de inversión para las asignaciones directas y asignación para la inversión local –artículo 36–, así como la ejecución de proyectos de inversión –artículo 37–.
Particularmente, el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 dispone que los proyectos de inversión que se financien con cargo al Sistema General de Regalías serán ejecutados por quien designe las entidades u órganos de que tratan los artículos 35 y 36 ibidem. También agrega que la entidad pública ejecutora tiene el deber de adelantar la contratación de la interventoría, de conformidad con lo previsto en la presente ley. Las entidades ejecutoras de recursos del Sistema son responsables de suministrar de forma veraz, oportuna e idónea, la información de la gestión de los proyectos que se requiera e implementar las actuaciones pertinentes para encauzar el desempeño de los proyectos de inversión y decidir, de manera motivada, sobre la continuidad de los mismos, sin perjuicio de las acciones de control a las que haya lugar. 
El parágrafo primero del artículo 37 ibidem dispone lo siguiente: “La ejecución de proyectos de que trata este artículo, se adelantará, con estricta sujeción al régimen presupuestal definido en esta ley, al de contratación pública y las demás normas legales vigentes. El ejecutor garantizará la correcta ejecución de los recursos asignados al proyecto de inversión, así como el suministro y registro de la información requerida por el sistema de seguimiento, evaluación y control”[footnoteRef:7] (Énfasis fuera de texto). A partir de esta norma, el ejercutor de los proyectos de inversion en el SGR debe sujetarse a las reglas de contratación pública, es decir, a las prescripciones establecidas en el Estatuto General de Contratación Pública, así como las normas que lo modifiquen, sustituyan o reglamenten. En efecto, el ejecutor debe someterse a las reglas generales de la contratación pública cuando desarrolle proyectos en el marco del Sistema General de Regalías.  [7:  “Artículo 37. ejecución de proyectos de inversión. los proyectos de inversión que se financien con cargo al sistema general de regalías serán ejecutados por quien designe las entidades u órganos de que tratan los artículos 35 y 36 de la presente ley. así mismo, la entidad ejecutora estará a cargo de la contratación de la interventoría, de conformidad con lo previsto en la presente ley.
Las entidades ejecutoras de recursos del sistema son responsables de suministrar de forma veraz, oportuna e idónea, la información de la gestión de los proyectos que se requiera e implementar las acciones que sean pertinentes para encauzar el desempeño de los proyectos de inversión y decidir, de manera motivada, sobre la continuidad de los mismos, sin perjuicio de las acciones de control a las que haya lugar.
Parágrafo 1o. La ejecución de proyectos de que trata este artículo, se adelantará, con estricta sujeción al régimen presupuestal definido en esta ley, al de contratación pública y las demás normas legales vigentes. el ejecutor garantizará la correcta ejecución de los recursos asignados al proyecto de inversión, así como el suministro y registro de la información requerida por el sistema de seguimiento, evaluación y control.
Parágrafo 2o. Las entidades territoriales beneficiarias de asignaciones directas, la asignación para la inversión local y del 60% de la asignación para la inversión regional en cabeza de los departamentos podrán ejecutar directamente estos recursos o la entidad ejecutora que designe.
Parágrafo 3o. La entidad designada ejecutora por las entidades u órganos de que tratan los artículos 35 y 36, deberá expedir el acto administrativo que ordena la apertura del proceso de selección o acto administrativo unilateral que decreta el gasto con cargo a los recursos asignados, a más tardar dentro de los seis (6) meses contados a partir de la publicación del acuerdo de aprobación del proyecto de inversión que emita la entidad o instancia, según corresponda, y será la responsable de verificar el cumplimiento de los requisitos legales para el inicio de la ejecución del proyecto de inversión.
En caso de no cumplirse lo anterior, las entidades u órganos liberarán automáticamente los recursos para la aprobación de nuevos proyectos de inversión y reportarán estos casos al sistema de seguimiento, evaluación y control para que se tengan en cuenta en la medición del desempeño en la gestión de los recursos del sistema general de regalías y a los órganos de control.
Se exceptúan los casos en los que por causas no atribuibles a la entidad designada como ejecutora no se logre expedir el acto administrativo que ordena la apertura del proceso de selección o acto administrativo unilateral que decreta el gasto con cargo a los recursos asignados en los seis (6) meses, caso en el cual las entidades u órganos podrán prorrogar hasta por doce (12) meses más lo estipulado en este parágrafo. la comisión rectora del sistema general de regalías reglamentará estos casos”.] 

Por tanto, en caso de que se realicen proyectos de inversión en el marco del Sistema General de Regalías, como también aquellos proyectos especiales referenciados ut supra, los ejecutores designados para desarrollarlos, cinluidos los fondos mixtos, deben sujetarse al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública. En el evento en que determinados asuntos estén sometidos por norma especial al Estatuto General de Contratación Pública, la ejecución de los contratos deberá realizarse conforme a este régimen. 
Así las cosas, se ha sostenido que, si la entidad ejecutora es de régimen especial, no podrá apoyarse en las excepciones a la aplicación de la Ley 80 de 1993 para la ejecución de los proyectos. De esta manera, el artículo 37 citado excluye la posibilidad de que los recursos se ejecuten con prevalencia del derecho privado, pues quienes tengan la calidad de entidades ejecutoras para efectos del SGR deben sujetarse a las normas donde prevalece el derecho público, esto es, al EGCAP, sin perjuicio de que en sus demás actividades apliquen el régimen especial que les corresponda.
En este contexto, se plantea determinar si las entidades de naturaleza mixta sometidas a un régimen contractual especial de derecho privado, cuando sean designadas como ejecutoras de proyectos de inversión financiados con recursos del Sistema General de Regalías, deben aplicar el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en virtud de lo dispuesto en el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, con independencia del régimen contractual que las rige de manera general. 

iii. En cuanto a la aplicabilidad de las potestades excepcionales previstas en los artículos 14 a 18 de la Ley 80 de 1993, la conclusión guarda correspondencia con la expuesta respecto de las multas y la cláusula penal. En efecto, cuando una entidad se encuentra sometida a un régimen especial de contratación, dichas potestades no hacen parte, por regla general, del régimen jurídico que gobierna su actividad contractual, sin perjuicio de que, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y dentro de los límites que resulten aplicables, pueda pactar determinadas facultades unilaterales y establecer contractualmente los mecanismos para su ejercicio[footnoteRef:8]. No obstante, esta situación varía cuando la entidad es designada ejecutora de recursos del SGR, pues, respecto de los contratos que celebre para la ejecución de tales recursos, su actividad contractual queda sometida al régimen previsto en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, esto es, al EGCAP. [8:  De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, es viable que entidades estatales exceptuadas del EGCP, ejerzan la autonomía de la voluntad estableciendo potestades de ejercicio unilateral y fijando los mecanismos para hacerlas efectivas. Consejo de Estado. Sala Plena. Sección Tercera. Sentencia de Unificación del 9 de mayo de 2024, C.P. José Roberto Sáchica Méndez, Exp. No. 53.962.] 

En efecto, de acuerdo con la interpretación explicada en este concepto, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, las entidades ejecutoras designadas deben sujetarse al EGCAP, sin perjuicio de que en sus demás actividades apliquen el régimen especial que les corresponda. Esto significa que la contratación de los bienes, obras o servicios que se adelante con fundamento en dicha normativa, deberá sujetarse a las disposiciones del EGCAP y en consecuencia, los procesos de contratación deberán desarrollarse observando las etapas, términos, procedimientos y demás reglas previstas en dicho estatuto, acudiendo a las modalidades de selección establecidas por el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007.
En este contexto, a juicio de esta Agencia cuando las entidades con régimen especial sean designadas como entidades ejecutoras, serán responsables de la correcta ejecución de los proyectos de inversión y en tal condición, les corresponde adelantar las actuaciones contractuales necesarias para materializar los proyectos aprobados y celebrar los negocios jurídicos requeridos para su ejecución, de conformidad con el régimen jurídico aplicable. En consecuencia, en el marco de la autonomía de la voluntad, deberán determinar la modalidad de selección y las demás reglas que resulten aplicables a la contratación que requieran adelantar, atendiendo a la naturaleza, objeto y cuantía de los contratos, de conformidad con las disposiciones del EGCAP que resulten aplicables. 
Bajo esta premisa, esta sujeción comprende no solamente la aplicación de las modalidades de selección y de las reglas correspondientes a las diferentes etapas del procedimiento contractual, sino también las facultades, obligaciones y mecanismos de ejecución previstos en el EGCAP que resulten aplicables al contrato. Por consiguiente, en la contratación con recursos del SGR, las entidades ejecutoras deberán observar, cuando corresponda, las reglas sobre documentos tipo, garantías, multas, cláusula penal y las potestades excepcionales de la administración, en los términos y bajo las condiciones establecidos por dicho estatuto.
En particular, a diferencia de lo que sucede con las multas y la cláusula penal, respecto de las potestades previstas en los artículos 14 y siguientes de la Ley 80 de 1993, incluyendo la caducidad, su aplicación no depende de que la entidad ejecutora haya incorporado previamente dichas facultades en su manual de contratación ni de que las haya pactado expresamente en el contrato como consecuencia de su régimen especial. La fuente de estas potestades, en este supuesto, se encuentra directamente en el régimen jurídico al que la entidad queda sometida para efectos de la ejecución contractual de los recursos del SGR. Por tanto, cuando el contrato se encuentre dentro de los supuestos en los cuales el EGCAP prevé el ejercicio de una determinada potestad excepcional, la entidad ejecutora podrá ejercerla con fundamento en las disposiciones de la Ley 80 de 1993, observando las condiciones, límites y procedimientos establecidos en ellas.
Así, la aplicación del EGCAP en este ámbito comporta también que la entidad ejecutora de los recursos del SGR pueda ejercer las potestades excepcionales que legalmente resulten procedentes, entre ellas, cuando se configuren los presupuestos previstos en la ley, la interpretación, modificación o terminación unilateral y la declaratoria de caducidad, sin que para ello sea necesaria una disposición legal adicional que atribuya tales competencias, puesto que la habilitación deriva de la propia regla de sujeción establecida por el parágrafo del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de que la entidad adecúe su manual de contratación y demás instrumentos internos, con el fin de incorporar las reglas y procedimientos necesarios para la gestión de los contratos sometidos al EGCAP, sin que dicha regulación interna pueda crear, restringir o modificar las competencias que directamente reconoce la ley.
Sobre el particular, vale reiterar que la sujeción al EGCAP que se deriva de la ejecución de proyectos de inversión financiados con recursos del SGR no supone una modificación general ni permanente del régimen jurídico contractual de los sujetos designados como ejecutores. En particular, cuando se trata de entidades sometidas a regímenes especiales de contratación, dicha sujeción opera exclusivamente respecto de la contratación necesaria para la ejecución de los proyectos a los que se refiere la Ley 2056 de 2020, sin que implique la sustitución de los regímenes especiales que les sean propios para el desarrollo de las demás actividades comprendidas dentro de su objeto y funciones. De la misma manera, la aplicación del EGCAP para una actividad específica no modifica la naturaleza jurídica del ejecutor ni lo convierte, por ese solo hecho, en una entidad estatal sometida integralmente a la Ley 80 de 1993.
Finalmente, frente al supuesto referente a la existencia de una diferencia entre una entidad sometida a un régimen especial que ejecuta directamente recursos del SGR y aquella que, en su condición de ejecutora, celebra un contrato interadministrativo con otra entidad estatal para que esta última adelante materialmente la ejecución del proyecto o de una parte de este, debe señalarse que para la gestión de los recursos del SGR las entidades ejecutoras deberán aplicar las normas especiales establecidas en el Decreto 1821 de 2020 “Por el cual se expide el Decreto Único Reglamentario del Sistema General de Regalías”. En esta normativa sé establecen reglas precisas sobre dichos recursos cuando los órganos y demás entidades designadas como ejecutoras, contraten a una persona natural o jurídica que se encargue de suministrar los bienes y/o servicios[footnoteRef:9], así como cuando la entidad ejecutora sea la responsable de producir o proveer directamente bienes o servicios contemplados dentro de las actividades del proyecto de inversión financiado con recursos del Sistema General de Regalías. En este último caso, el artículo 2.1.1.3.18. ibidem señala que “Será responsabilidad de la entidad ejecutora contar con la capacidad técnica, legal, administrativa y financiera de producir o proveer directamente los bienes o servicios contemplados dentro de las actividades del proyecto de inversión[footnoteRef:10]”. [9:  “ARTÍCULO 2.1.1.3.17. Destinatario final. El destinatario final al que se refiere el artículo 27 de la Ley 2056 de 2020, corresponde a la persona natural o jurídica que sea contratada por los órganos y demás entidades designadas como ejecutoras de recursos del Sistema General de Regalías, encargada de suministrar los bienes y/o servicios con el fin de desarrollar las actividades del proyecto de inversión financiado con recursos del Sistema General de Regalías, conforme el acto administrativo que decreta el gasto o el que haga sus veces.
En todo caso, el destinatario final en el Sistema de Presupuesto y Giro da Regalías deberá corresponder al tercero beneficiario del compromiso presupuestal del gasto”.]  [10:  “ARTÍCULO 2.1.1.3.18. Pagos directos a entidades ejecutoras. De conformidad como establecido en el artículo 27 de la Ley 2050 de 2020 en relación con el pago a destinatario final, cuando la entidad ejecutora sea la responsable de producir o proveer directamente bienes o servicios contemplados dentro de las actividades del proyecto de inversión financiado con recursos del Sistema General de Regalías y por tanto, concurran las calidades de entidad designada ejecutora, proveedor de bienes o servicios y destinatario final, podrá realizar la ordenación del pago a cuentas propias como destinatario final a través del Sistema de Presupuesto y Giro de las Regalías, previa expedición del acto administrativo unilateral que decreta el gasto con cargo a los recursos asignados o el que haga sus veces.
Será responsabilidad de la entidad ejecutora contar con la capacidad técnica, legal, administrativa y financiera de producir o proveer directamente los bienes o servicios contemplados dentro de las actividades del proyecto de inversión.
La ordenación del pago a cuentas propias de la entidad ejecutora no es procedente cuando se trate de órganos del Sistema General da Regalías, entidades del orden nacional del nivel central entidades territoriales u otras entidades que no tengan dentro de su misionalidad producir o proveer directamente bienes o servicios que se hayan contemplado dentro de las actividades del proyecto de inversión.
PARÁGRAFO. En todo caso, para realizar la gestión de ejecución de los recursos cuando el ejecutor designado no sea el responsable de producir o proveer directamente los bienes o servicios contemplados dentro de las actividades del proyecto de inversión, deberá expedir el acto administrativo que ordena la apertura del proceso de selección o el acto administrativo unilateral que decreta el gasto o el que haga sus veces, con cargo a los recursos asignados en atención al artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, y ordenar el pago de las obligaciones legalmente adquiridas directamente desde la cuenta única del Sistema General de Regalías a las cuentas bancarias de los destinatarios finales a través del Sistema de Presupuesto y Giro de las Regalías, conforme a las disposiciones contenidas en el Libro 2 del presente Decreto”.] 

De esta manera, según se evidencia el Decreto 1821 de 2020 distingue dos formas de iniciar la ejecución del proyecto: “la primera, cuando se requiere seleccionar un contratista a través de un proceso de selección; y la segunda, cuando la propia entidad ejecutora cuenta con capacidad técnica, legal, administrativa y financiera, y produce directamente el bien o servicio aprobado en el proyecto, caso en el cual el inicio de la ejecución se formaliza mediante un acto unilateral de ordenación del gasto. Ambas hipótesis responden a la finalidad de asegurar la correcta ejecución de los recursos públicos del Sistema General de Regalías bien sea a través del procedimiento contractual o mediante una decisión presupuestal directa de la entidad ejecutora[footnoteRef:11].” [11:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 2563 del 25 de junio de 2026. C.P: María del Pilar Bahamón Falla] 

Bajo esta premisa, si la entidad ejecutora cuenta con la capacidad técnica, administrativa y operativa necesaria para ejecutar las actividades previstas podrá adelantar directamente las actividades que se encuentren dentro de sus capacidades de ejecución y expedirá el respectivo acto que decreta el gasto. Por el contrario, si resulta necesario acudir a terceros para la provisión de determinados bienes o servicios, deberá contratarlos con sujeción a las reglas del EGCAP y a las disposiciones presupuestales y demás normas especiales que regulan la gestión y ejecución de los recursos del SGR.
En atención a lo anterior, cuando el ente ejecutor carezca de capacidad técnica, administrativa u operativa para desarrollar directamente las actividades del proyecto —según el deber de autoevaluación del artículo 2.1.1.3.18 del Decreto 1821 de 2020—, podrá vincular a otra entidad idónea, pública o privada, a través de la modalidad de selección que corresponda conforme al EGCAP, atendiendo al objeto contractual.  Ahora bien, esa vinculación no puede instrumentarse mediante contrato o convenio interadministrativo (literal c del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007), por el criterio orgánico respecto de aquellas organizaciones que no tengan el carácter de entidad estatal pues esta es una figura reservada para esta categoría, por lo que es necesario revisar su naturaleza jurídica para establecer su procedencia. En todo caso, la vinculación de un tercero para la ejecución técnica no traslada la condición de ejecutor: por expreso mandato del parágrafo 1º del artículo 84 de la Ley 2056 de 2020, el ejecutor es el ordenador del gasto y garantiza la correcta ejecución de los recursos, responsabilidad que resulta indelegable.
En este contexto, la entidad ejecutora puede subcontratar legítimamente las actividades que requiera y celebrar los contratos necesarios para materializar la asignación que administra, conforme a las decisiones de la instancia de decisión competente. Lo que no puede es trasladar a un tercero su condición de ejecutora ni la responsabilidad que de ella se deriva, pues el subcontrato no constituye un mecanismo para delegar dicho rol en el marco del SGR. Ese traslado íntegro no solo compromete la validez del contrato, por las razones expuestas, sino que puede generar detrimento patrimonial por los sobrecostos propios de la intermediación. Por ello, cuando la ejecución exija contratar con terceros bajo el EGCAP, la ejecutora debe garantizar la selección objetiva del contratista y el respeto del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, además de las demás reglas y principios del estatuto, y la aplicación de las cláusulas excepcionales, según corresponda.

iv. En cuanto a la aplicabilidad de las potestades excepcionales previstas en los artículos 14 a 18 de la Ley 80 de 1993, la conclusión guarda correspondencia con la expuesta respecto de las multas y la cláusula penal. En efecto, cuando una entidad se encuentra sometida a un régimen especial de contratación, dichas potestades no hacen parte, por regla general, del régimen jurídico que gobierna su actividad contractual, sin perjuicio de que, en ejercicio de la autonomía de la voluntad y dentro de los límites que resulten aplicables, pueda pactar determinadas facultades unilaterales y establecer contractualmente los mecanismos para su ejercicio[footnoteRef:12]. No obstante, esta situación varía cuando la entidad es designada ejecutora de recursos del SGR, pues, respecto de los contratos que celebre para la ejecución de tales recursos, su actividad contractual queda sometida al régimen previsto en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, esto es, al EGCAP. [12:  De acuerdo con la jurisprudencia de la Sala Plena de la Sección Tercera del Consejo de Estado, es viable que entidades estatales exceptuadas del EGCP, ejerzan la autonomía de la voluntad estableciendo potestades de ejercicio unilateral y fijando los mecanismos para hacerlas efectivas. Consejo de Estado. Sala Plena. Sección Tercera. Sentencia de Unificación del 9 de mayo de 2024, C.P. José Roberto Sáchica Méndez, Exp. No. 53.962.] 

En efecto, de acuerdo con la interpretación explicada en este concepto, teniendo en cuenta lo dispuesto en el artículo 37 de la Ley 2056 de 2020, las entidades ejecutoras designadas deben sujetarse al EGCAP, sin perjuicio de que en sus demás actividades apliquen el régimen especial que les corresponda. Esto significa que la contratación de los bienes, obras o servicios que se adelante con fundamento en dicha normativa, deberá sujetarse a las disposiciones del EGCAP y en consecuencia, los procesos de contratación deberán desarrollarse observando las etapas, términos, procedimientos y demás reglas previstas en dicho estatuto, acudiendo a las modalidades de selección establecidas por el artículo 2 de la Ley 1150 de 2007.
En este contexto, a juicio de esta Agencia cuando las entidades con régimen especial sean designadas como entidades ejecutoras, serán responsables de la correcta ejecución de los proyectos de inversión y en tal condición, les corresponde adelantar las actuaciones contractuales necesarias para materializar los proyectos aprobados y celebrar los negocios jurídicos requeridos para su ejecución, de conformidad con el régimen jurídico aplicable. En consecuencia, en el marco de la autonomía de la voluntad, deberán determinar la modalidad de selección y las demás reglas que resulten aplicables a la contratación que requieran adelantar, atendiendo a la naturaleza, objeto y cuantía de los contratos, de conformidad con las disposiciones del EGCAP que resulten aplicables. 
Bajo esta premisa, esta sujeción comprende no solamente la aplicación de las modalidades de selección y de las reglas correspondientes a las diferentes etapas del procedimiento contractual, sino también las facultades, obligaciones y mecanismos de ejecución previstos en el EGCAP que resulten aplicables al contrato. Por consiguiente, en la contratación con recursos del SGR, las entidades ejecutoras deberán observar, cuando corresponda, las reglas sobre documentos tipo, garantías, multas, cláusula penal y las potestades excepcionales de la administración, en los términos y bajo las condiciones establecidos por dicho estatuto.
En particular, a diferencia de lo que sucede con las multas y la cláusula penal, respecto de las potestades previstas en los artículos 14 y siguientes de la Ley 80 de 1993, incluyendo la caducidad, su aplicación no depende de que la entidad ejecutora haya incorporado previamente dichas facultades en su manual de contratación ni de que las haya pactado expresamente en el contrato como consecuencia de su régimen especial. La fuente de estas potestades, en este supuesto, se encuentra directamente en el régimen jurídico al que la entidad queda sometida para efectos de la ejecución contractual de los recursos del SGR. Por tanto, cuando el contrato se encuentre dentro de los supuestos en los cuales el EGCAP prevé el ejercicio de una determinada potestad excepcional, la entidad ejecutora podrá ejercerla con fundamento en las disposiciones de la Ley 80 de 1993, observando las condiciones, límites y procedimientos establecidos en ellas.
Así, la aplicación del EGCAP en este ámbito comporta también que la entidad ejecutora de los recursos del SGR pueda ejercer las potestades excepcionales que legalmente resulten procedentes, entre ellas, cuando se configuren los presupuestos previstos en la ley, la interpretación, modificación o terminación unilateral y la declaratoria de caducidad, sin que para ello sea necesaria una disposición legal adicional que atribuya tales competencias, puesto que la habilitación deriva de la propia regla de sujeción establecida por el parágrafo del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020. Lo anterior debe entenderse sin perjuicio de que la entidad adecúe su manual de contratación y demás instrumentos internos, con el fin de incorporar las reglas y procedimientos necesarios para la gestión de los contratos sometidos al EGCAP, sin que dicha regulación interna pueda crear, restringir o modificar las competencias que directamente reconoce la ley.
Sobre el particular, vale reiterar que la sujeción al EGCAP que se deriva de la ejecución de proyectos de inversión financiados con recursos del SGR no supone una modificación general ni permanente del régimen jurídico contractual de los sujetos designados como ejecutores. En particular, cuando se trata de entidades sometidas a regímenes especiales de contratación, dicha sujeción opera exclusivamente respecto de la contratación necesaria para la ejecución de los proyectos a los que se refiere la Ley 2056 de 2020, sin que implique la sustitución de los regímenes especiales que les sean propios para el desarrollo de las demás actividades comprendidas dentro de su objeto y funciones. De la misma manera, la aplicación del EGCAP para una actividad específica no modifica la naturaleza jurídica del ejecutor ni lo convierte, por ese solo hecho, en una entidad estatal sometida integralmente a la Ley 80 de 1993.
De esta manera, según se evidencia el Decreto 1821 de 2020 distingue dos formas de iniciar la ejecución del proyecto: “la primera, cuando se requiere seleccionar un contratista a través de un proceso de selección; y la segunda, cuando la propia entidad ejecutora cuenta con capacidad técnica, legal, administrativa y financiera, y produce directamente el bien o servicio aprobado en el proyecto, caso en el cual el inicio de la ejecución se formaliza mediante un acto unilateral de ordenación del gasto. Ambas hipótesis responden a la finalidad de asegurar la correcta ejecución de los recursos públicos del Sistema General de Regalías bien sea a través del procedimiento contractual o mediante una decisión presupuestal directa de la entidad ejecutora[footnoteRef:13].” [13:  Consejo de Estado. Sala de Consulta y Servicio Civil. Concepto 2563 del 25 de junio de 2026. C.P: María del Pilar Bahamón Falla] 

Bajo esta premisa, si la entidad ejecutora cuenta con la capacidad técnica, administrativa y operativa necesaria para ejecutar las actividades previstas podrá adelantar directamente las actividades que se encuentren dentro de sus capacidades de ejecución y expedirá el respectivo acto que decreta el gasto. Por el contrario, si resulta necesario acudir a terceros para la provisión de determinados bienes o servicios, deberá contratarlos con sujeción a las reglas del EGCAP y a las disposiciones presupuestales y demás normas especiales que regulan la gestión y ejecución de los recursos del SGR.
En atención a lo anterior, cuando el ente ejecutor carezca de capacidad técnica, administrativa u operativa para desarrollar directamente las actividades del proyecto —según el deber de autoevaluación del artículo 2.1.1.3.18 del Decreto 1821 de 2020—, podrá vincular a otra entidad idónea, pública o privada, a través de la modalidad de selección que corresponda conforme al EGCAP, atendiendo al objeto contractual.  Ahora bien, esa vinculación no puede instrumentarse mediante contrato o convenio interadministrativo (literal c del numeral 4 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007), por el criterio orgánico respecto de aquellas organizaciones que no tengan el carácter de entidad estatal pues esta es una figura reservada para esta categoría, por lo que es necesario revisar su naturaleza jurídica para establecer su procedencia. En todo caso, la vinculación de un tercero para la ejecución técnica no traslada la condición de ejecutor: por expreso mandato del parágrafo 1º del artículo 84 de la Ley 2056 de 2020, el ejecutor es el ordenador del gasto y garantiza la correcta ejecución de los recursos, responsabilidad que resulta indelegable.
En este contexto, la entidad ejecutora puede subcontratar legítimamente las actividades que requiera y celebrar los contratos necesarios para materializar la asignación que administra, conforme a las decisiones de la instancia de decisión competente. Lo que no puede es trasladar a un tercero su condición de ejecutora ni la responsabilidad que de ella se deriva, pues el subcontrato no constituye un mecanismo para delegar dicho rol en el marco del SGR. Ese traslado íntegro no solo compromete la validez del contrato, por las razones expuestas, sino que puede generar detrimento patrimonial por los sobrecostos propios de la intermediación. Por ello, cuando la ejecución exija contratar con terceros bajo el EGCAP, la ejecutora debe garantizar la selección objetiva del contratista y el respeto del régimen de inhabilidades e incompatibilidades, además de las demás reglas y principios del estatuto, y la aplicación de las cláusulas excepcionales, según corresponda.
vi. Ahora bien, de acuerdo con la interpretación explicada, las entidades ejecutoras para efectos de los recursos de regalías deben sujetarse al EGCAP, sin perjuicio de que en sus demás actividades apliquen el régimen especial que les corresponda. Esto significa que, en el marco de la ejecución de estos proyectos, la contratación de los bienes, obras o servicios deberá adelantarse conforme las reglas establecidos en el EGCAP, lo que implica la aplicación de los documentos tipo cuando se adelanten procesos de contratación con objetos contractuales cobijados por alguno de los Documentos Tipo vigentes en los diferentes sectores. 
En efecto, de conformidad con el parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, adicionado por la Ley 1882 de 2018 y modificado por la Ley 2022 de 2020, las Entidades Estatales regidas por el EGCAP, se encuentran obligadas a aplicar los Documentos Tipo implementados por esta Agencia para adelantar los Procesos de Contratación que se encuentren cobijados por los Documentos Tipo expedidos. 
Esta obligatoriedad implica, a su vez, que las Entidades Estatales tengan que adelantar los Procesos de Contratación bajo las condiciones establecidas en los documentos tipo que rijan para el objeto a contratar y el procedimiento de selección aplicables, sin que puedan variarse los requisitos fijados en ellos. Lo anterior, por cuanto los documentos tipo se caracterizan por ser inalterables, es decir, que las Entidades Públicas carecen de la facultad de modificarlos, con excepción de aquellos aspectos que pueden diligenciar, que son las descripciones que están incluidas entre corchetes y resaltadas en gris en cada uno de los Documentos Tipo. Sin embargo, si el objeto contractual no se relaciona con actividades u objetos contractuales descritos en los Documentos Tipo que han sido expedidos por Colombia Compra Eficiente, o estos no aplican a la modalidad de escogencia aplicable, no será obligatorio aplicar los Pliegos Tipo. 
En este orden de ideas, si bien en principio las entidades con régimen de contratación especial no están obligadas a aplicar los documentos tipo, la remisión efectuada por el parágrafo primero del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020 al EGCAP, conlleva a que las entidades designadas ejecutoras deban sujetarse a las reglas y principios establecidos en el Estatuto General de Contratación de la Administración Pública y sus disposiciones reglamentarias. En consecuencia, ello comprende la aplicación de los documentos tipo en la medida en que el parágrafo 7 del artículo 2 de la Ley 1150 de 2007, adicionado por la Ley 1882 de 2018 y modificado por la Ley 2022 de 2020, establece su carácter obligatorio para las entidades que se rigen por el EGCAP, como sucede para efectos de los recursos del SGR. 
vii. Por último, de acuerdo con lo planteado en la consulta, sobre el deber de publicidad de la información relativa al Sistema General de Regalías, el artículo 27 de la Ley 2056 del 2020 establece en su parágrafo segundo que las Entidades ejecutoras y los beneficiarios de los recursos del Sistema General de Regalías “al momento de afectar las apropiaciones en Sistema de Presupuesto y Giros de Regalías (SPGR), deberán publicar el proceso de contratación en el Sistema Electrónico para la Contratación Pública”.
[bookmark: _Hlk109111956]Conforme a lo expuesto, en el marco del Sistema General de Regalías las entidades ejecutoras tienen la obligación de registro y publicación en el SECOP de toda la actividad contractual. Además, este deber de publicación en el SECOP, se hace extensivo a la entidades ejecutoras teniendo en cuenta que su actividad en esta materia se encuentra sometida al Estatuto General de Contratación de la Administración Pública, en virtud de la remisión del artículo 37 de la Ley 2056 de 2020. De cualquier modo, es importante aclarar que el deber de publicidad también es extensible a las entidades exceptuadas, en los términos del artículo 53 de la Ley 2195 de 2022[footnoteRef:14], quienes deben publicar en el SECOP II todo documento expedido durante las diferentes etapas del proceso contractual, abarcando desde la fase previa a su celebración, pasando por la ejecución y hasta la fase posterior a su ejecución. Lo anterior sin perjuicio de las reservas de información establecidas en normas de orden constitucional o legal. [14:  Frente a la obligación de publicar los Procesos de Contratación en el SECOP II, el 18 de enero de 2022 fue expedida la Ley 2195 de 2022 “Por medio de la cual se adoptan medidas en materia de transparencia, prevención y lucha contra la corrupción y se dictan otras disposiciones”, mediante la cual se introdujeron, a través del artículo 53, los incisos 2° y 3° al artículo 13 de la Ley 1150 de 2007, los cuales establecen la obligación, para las entidades públicas que por disposición legal cuenten con un régimen especial de contratación, de publicar su actividad contractual a través del Sistema Electrónico para la Contratación Pública en su versión transaccional, es decir en la plataforma SECOP II.] 


4. Referencias normativas:

	· Constitución Política de 1991, artículos 29, 360 y 361. 
· Ley 489 de 1998. Artículo 38, 68 y 97
· Ley 80 de 1993. Artículo 2, literal a)
· Ley 1150 de 2007, artículo 17
· Ley 1437 de 2011, artículo 3.
· Ley 1474 de 2011, artículo 86.
· Ley 2056 de 2020, artículos 27 y 37
· Ley 2195 de 2022, articulo 53



5. Doctrina de la Agencia Nacional de Contratación Pública:

Esta Subdirección se ha pronunciado sobre el régimen de contratación de las entidades ejecutoras cuando ejecutan recursos del SGR en los conceptos C-370 del 2021, C-353 del 2 de junio de 2022, C-918 del 9 de diciembre de 2024, C-504 del 1 de octubre 2024, C-951 del 16 de diciembre de 2024, C-285 del 14 de abril de 2025, C-348 del 25 de abril de 2025, C-370 del 2 de mayo de 2025, C-680 del 8 de julio de 2025, C-914 del 15 de agosto de 2025, C-1065 del 8 de septiembre de 2025, C-225 del 27 de febrero de 2026 y C-417 del 2026, C-764 del 29 de mayo de 2026 y C-1050 del 21 de julio de 2026. Estos y otros conceptos se encuentran disponibles para consulta en el Sistema de relatoría de la Agencia, al cual puede accederse a través del siguiente enlace: https://relatoria.colombiacompra.gov.co/busqueda/conceptos.  

Aprovechamos la oportunidad para manifestar la entera disposición de la Agencia Nacional de Contratación Pública –Colombia Compra Eficiente– para atender las peticiones o solicitudes, así como para brindar el apoyo que se requiera en el marco de nuestras funciones a través de nuestros diferentes canales de atención: 
· Línea nacional gratuita o servicio a la ciudadanía: 01800 0520808
· Línea en Bogotá (Mesa de servicio): +57 601 7456788
· Línea de servicio y atención al ciudadano: +57 601 7956600
· Página web: www.colombiacompra.gov.co
Por último, lo invitamos a seguirnos en las redes sociales en las cuales se difunde información institucional: 

Twitter: @colombiacompra 
Facebook: ColombiaCompraEficiente
LinkedIn: Agencia Nacional de Contratación Pública - Colombia Compra Eficiente Instagram: @colombiacompraeficiente_cce

Este concepto tiene el alcance previsto en el artículo 28 del Código de Procedimiento Administrativo y de lo Contencioso Administrativo y las expresiones utilizadas con mayúscula inicial deben ser entendidas con el significado que les otorga el artículo 2.2.1.1.1.3.1 del Decreto 1082 de 2015.

Atentamente,
[image: ]
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